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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 387/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: ********** 
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 387/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiocho de junio del presente año, se tuvo a **********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

-Supuesto Policía Vial de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí de nombre **********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del dieciocho de noviembre del presente año sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente:
 **********

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.
Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al conductor así como al propietario del vehículo ********** es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal según constancia que obra en autos a foja **********del expediente en que se actúa.  
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 15 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, la autoridad demandada hace valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículo 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que el acto que impugna, se ha materializado en un acto consentido expresamente por la accionante, toda vez que dice no promovió el juicio dentro del plazo establecido en el artículo 24  fracción I, del Código en cita, tal y como se acredita con la boleta de infracción, pues dice que le fue notificada el 09 de abril del año 2021, sin que haya manifestado inconformidad alguna en cuanto a su legalidad, por lo que dice debe de tenerse por notificado el acto que se impugna como válido.
Que la demandante dice haber tenido conocimiento del acto de molestia el ********** pero que sin embargo sus argumentos no se ajustan a lo señalado en el  artículo 236 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Es improcedente las causales que invoca la demandada, puesto que de una revisión al acto que se impugna, se aprecia con toda claridad que éste, se emitió a la entonces conductora del vehículo en mención de nombre **********, apreciando que en ese mismo día le fue notificada de manera personal el acto en cuestión, lo que se acredita con el mismo acto impugnado en la parte inferior derecha, en donde se aprecia que dicha conductora estampó de su puño y letra su nombre y su firma.

Entonces, quedo debidamente notificado el acto en cuestión en la fecha referida a la conductora del vehículo con el que se cometió la infracción, no así a la propietaria del mismo. 

Así las cosas, se tiene que si la actora en su carácter de propietaria del aludido vehículo, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, manifestó en su escrito de demanda de nulidad que **********no le fue notificada, señalando que tuvo conocimiento del dicho acto el ********** es por lo que se le tuvo como fecha de conocimiento de dicho acto en el día, mes y año que refiere.

En conclusión, si su demanda de nulidad la presentó ********** es claro que se está dentro del plazo a que se refiere el artículo 24 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice: 

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: 

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general. 

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.” 

Más aún, cuando la demandada no aportó medios de prueba con los que se acreditara que notificó el acto en cuestión y de manera legal a la actora el  **********, de ahí la improcedencia de las causales que señala.

Por otro lado, hace valer la causal de improcedencia prevista y señalada en el artículo 228 fracción XI, en relación con los artículos 234 fracción I, 235 y 239 fracción I del Código Procesal Administrativo ara el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que del catálogo de pruebas, no hay una con la  que se demuestre que la actora **********
Es improcedente la causal que refiere, puesto que como fue señalado en el Resultando Tercero que antecede, la demandante acreditó ser la propietaria ********** del expediente en que se actúa y con lo que acreditó tener interés jurídico para demandar la nulidad del acto que se impugna, de ahí que no le asista la razón a la demandada.  

 SEXTO.-  Previo a hacer un pronunciamiento, esta Sala Unitaria procederá a llevar a cabo en estudio del Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio a la actora, esto es, el  orientado a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, además, porque así lo permite el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.

 
Así, en su Primer Concepto de Impugnación, la demandante hace valer agravios encaminados a señalar que en el acto de molestia, la demandada se limitó a señalar simplemente como fecha de vigencia de su gafete el año 2021, sin señalar la fecha exacta de expedición ni de expiración de la misma. 


Que lo anterior la deja en estado de indefensión, ya que dice no se cuenta con la seguridad jurídica de que dicho gafete efectivamente estuviera vigente y que con ello se contara con facultades como Policía Vial para emitir boletas de infracción.

Que es relevante el hecho de que el Policía Vial se haya identificado con documento vigente, señalando la fecha cierta de su emisión y expiración, pues de esa forma, el gobernado podrá cerciorarse del carácter de quien emite el acto de molestia y así contar con plena seguridad y certeza jurídica de que la persona que levantó la boleta de infracción, es servidor público que actúa en representación de esa Institución, lo que dice no aconteció, pues al haber señalado solamente el año, no se cuenta con la seguridad jurídica de exactamente el mes y día en el cual concluiría la validez de ese documento con que se identificó.

Que la anterior información, no resulta suficiente para demostrar que la demandada se encontraba debidamente facultada para llevar a cabo la imposición de sanciones mediante la boleta de infracción, pues como ha sido señalado, no fue clara en señalar la fecha de expiración y expedición del gafete con el que se identificó. (F. 04 y 05)   
Previo a hacer un pronunciamiento al respecto es necesario transcribir lo que establecen el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública  del Estado de San Luis Potosí, que dice:
“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

 Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento.

 Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.” Lo subrayado es nuestro.
Se desprende del precepto transcrito que las credenciales de los cuerpos de seguridad, deberán  contener  entre otros datos, una vigencia que será de seis meses. 
Así mismo, se indica la obligación de los cuerpos de seguridad pública de dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, con todos y cada uno de los requisitos señalados, sin embargo, la autoridad emisora del acto impugnado, no obstante de formar parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, al momento de identificarse con el ahora demandante, no cumplió con dicha disposición tal y como así se hace constar con el acto que se impugna que se localiza a ******************** del presente expediente, de cuyo contenido en la parte que interesa, se desprende el siguiente texto:
	DATOS DEL POLICIA

	NOMBRE:

**********

	N° DE GAFETE 

04661
	CARGO

Policía Vial 
	VIGENCIA

 2021.

	GAFETE EXPEDIDO POR:

Dirección General de Seguridad Pública Municipal. 


Como se puede advertir, la autoridad demandada al momento de emitir el acto reclamado, se identificó con un Gafete con el número que refiere y con una vigencia de 2021. 

Sin embargo, el mencionado gafete, no es el documento al que alude el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ni mucho menos reúne los requisitos que establece dicha disposición para los efectos de la identificación plena, como son entre otras cosas, el que la credencial con la que debió de identificarse, contenga una vigencia de seis meses.

Contrario a lo anterior, con el documento con el que se identificó señala una vigencia de 2021, sin tener la certeza de saber qué es lo que quiso decir la demandada al hacer referencia al número en mención, de lo que se tiene entonces, que la credencial con la que se identificó es ilegal al no señalar fecha de inicio ni mucho menos fecha de conclusión de la vigencia.      

Entonces, esta Sala Unitaria concluye válidamente que al no haberse identificado con el documento a que hace referencia el mencionado artículo 34 de la ley de la materia, no se tiene por satisfecho el requisito de identificación plena del oficial que elaboró la boleta de infracción impugnada, lo cual deja en estado de indefensión a la promovente de la presente controversia, al no saber si la persona que le levantó la boleta de infracción era una autoridad administrativa y con facultades vigentes en el momento de emitir el acto en cuestión.
Por su parte, la autoridad demandada Policía Vial, al momento de emitir su contestación de demanda, manifestó que la credencial con la que se identificó,
“… la portaba a la vista del conductor infractor con el que me identifique…, la cual contiene todos los requisitos que establece el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado relativos al nombre, cargo como policía vial, vigencia 2021, número de credencial 04661 así como la autoridad que la expidió la Dirección de Seguridad Pública y el Oficial Mayor ambos del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P…” (F. 47) 
Argumento que es improcedente, ya que con el mismo se reitera la ilegalidad con que se emitió el acto que se impugna, puesto que vuelve a señalar que la credencial con la que se identificó, tiene una vigencia del 2021. 

En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción ha quedado desvirtuada por parte del demandante, en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución.

Con lo anterior, se confirma que en el acto que se combate, no se cumplió con lo previsto en el artículo 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, por los motivos y razones señalados, ello al no identificarse la autoridad demandada con el documento a que se alude, lo cual impide constatar si la persona que levantó la boleta de infracción, se encuentra facultada de manera fehaciente, para llevar a cabo el acto de molestia, lo que hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Así las cosas, esta Sala Unitaria concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado.

Ahora bien, con la finalidad de restituir a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se deja sin efecto el acto impugnado, sin que exista la obligación de realizar pago alguno por concepto de la multa, ordenando a la autoridad demandada cancelar de sus registros la Boleta de Infracción materia del presente asunto.   

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por otro lado, dentro de los autos y constancias que conforma el presente expediente, no se advierte que la autoridad demandada haya dado cumplimiento con la suspensión otorgada a la actora con efectos restitutorios, para que se le devolviera su TARJETA DE CIRCULACIÓN que le fue retenida. 

En virtud de lo anterior, se ordena al superior jerárquico de la autoridad demandada A EFECTO DE QUE DISPONGA EN FORMA INMEDIATA SOBRE el cumplimiento a la suspensión con efectos restitutorios otorgada a la parte actora, remitiendo a este Tribunal las constancias con las que compruebe que dio cabal cumplimiento a la medida cautelar otorgada, con el apercibimiento señalado en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto reclamado, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Se previene a la autoridad demandada para los efectos del cumplimiento dado a la parte final del considerando sexto de esta sentencia.  

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y a la autoridad demandada mediante oficio. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.





